Modifica la Ley Nº 19.175 Orgánica Constitucional

Sobre Gobierno y Administración Regional,

en materia de Consejeros Regionales.

Boletín N° 7511-06

ANTECEDENTES

Un aspecto fundamental para avanzar a una regionalización real y con éxito, es la institucionalidad de los “Gobiernos Regionales”, en cuyo seno el Poder Constituyente ha radicado la administración superior de cada región, de acuerdo con el artículo 110 de la Constitución. En efecto, como señala el inciso segundo de esta norma, el gobierno regional “tendrá por objeto el desarrollo social, cultural y económico de la región”.
De acuerdo con el inciso siguiente del mismo artículo, los gobiernos regionales gozan de personalidad jurídica de derecho público y patrimonio propio, y están constituidos por el intendente y el “Consejo Regional”. Este, a su vez, ha sido definido por el artículo 113 inciso primero de nuestra Constitución Política, en los siguientes términos:

“Artículo 113. El consejo regional será un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende.”

Cabe señalar que esta normativa ha sido modificada recientemente, en virtud de la Ley Nº 20.390, publicada el 28 de octubre de 2009, la que introdujo el actual texto del artículo 113, estableciendo entre otras cosas el sistema de elección de consejeros regionales, como lo señala el segundo inciso del precepto en cuestión:

“El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal en votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley establecerá la organización del consejo regional, determinará el número de consejeros que lo integrarán y su forma de reemplazo, cuidando siempre que tanto la población como el territorio de la región estén equitativamente representados.”

Con todo, en momentos en que el Congreso se apresta a discutir la ley orgánica constitucional a la que hace alusión esta norma, consideramos pertinente perfeccionar -tanto en el fondo como en la forma- otras normas relativas a los consejeros regionales que también parecen necesitar una revisión.

Se debe reconocer, eso sí, que el tema no es nuevo. Ya en dos oportunidades, diputados de la Bancada de Renovación Nacional han participado en la elaboración proyectos de ley relacionados con esta materia.
 No obstante, debido a que ambos proyectos se encuentran archivados, corresponde iniciar un nuevo Proyecto de Ley, aunque haciendo la salvedad de que se han recogido las ideas centrales de los proyectos anteriores, en cuanto ha sido pertinente.

IDEAS MATRICES DE ESTE PROYECTO DE LEY
Este Proyecto de Ley busca examinar la Ley Nº 19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. Esta ley tiene especial importancia para la institucionalidad de los consejeros regionales, y prueba de ello es que dedica un párrafo entero (el Párrafo 2º del Capítulo III) a este cuerpo colegiado. 

En concreto, las reformas que propone este Proyecto de Ley a la Ley Nº 19.175 se pueden clasificar en dos materias:

1. Posibilidad de que un consejero regional sea a la vez funcionario municipal.

El texto actual de la Ley Nº 19.175 es enfático al señalar que un consejero regional no puede desempeñarse a la vez como alcalde o concejal, ni puede ejercer cargos como Ministro, Subsecretario, Intendente, Gobernador, ni otro cargo de confianza del Presidente de la República o del Intendente respectivo. No obstante, nada dice respecto de cargos al interior de una municipalidad.

Este punto no es menor, por cuanto una de las funciones que tienen los consejeros es la de asignar fondos a las distintas municipalidades. Luego, si un consejero regional es a la vez funcionario municipal, termina siendo juez y parte en procesos de asignaciones de recursos públicos, lo que puede vulnerar las normas de probidad que se le exigen a toda autoridad y funcionario público. 

Por eso, como primera medida, este Proyecto de Ley propone introducir una nueva prohibición para ejercer el cargo de consejero regional, además de las que se encuentran establecidas -principalmente- en el artículo 32 de la Ley Nº 19.175. El objetivo es que, de esta manera, los consejeros regionales no tengan ningún tipo de relación laboral con las municipalidades, ni con las corporaciones creadas al alero de ellas, ya sea por integrar la planta, por ser funcionarios a contrata, o bien, por prestar algún tipo de asesorías a través del pago de honorarios.

En este sentido, se debe comentar que la Moción del diputado de Renovación Nacional, don Joaquín Godoy Ibáñez (Boletín Nº 4634-06), contempla la modificación del artículo 86 de la Ley Nº 18.834 que aprueba el Estatuto Administrativo
, por cuanto es la norma que señala las incompatibilidades dentro de las funciones y empleos públicos, y no dice nada de los consejeros regionales. 

2. Perfeccionamiento de otras prohibiciones para ejercer el cargo de consejero regional.
Junto con lo anterior, hemos advertido que las normas contenidas en los actuales artículos 31 y 32 padecen de leves errores de técnica legislativa, que es conveniente arreglar.

En primer lugar, se debe señalar que el espíritu del artículo 31 ha sido, desde su inicio, señalar los requisitos para ser electo consejero regional, mientras que el legislador le ha entregado al artículo 32 las prohibiciones para ejercer dicho cargo.

No obstante, con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley Nº 19.175, se dictó la Ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas. Esta ley le agregó un segundo inciso al comentado artículo 31, pero estableciendo una prohibición para ser consejero regional:

“No podrá ser consejero regional el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir el cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.”

Consideramos, por tanto, que debido a la naturaleza de la norma, debiera ser trasladada al artículo 32, junto con las causales que éste ya señala.

En segundo lugar, se debe decir que el mismo artículo establece cinco letras, con distintas prohibiciones para ser consejero regional. No obstante, la letra e) contiene diversas causales y en su inciso final, señala una prohibición que a nuestro juicio debe ser categorizada con una nueva letra, dentro del catálogo que establece el artículo 32. En efecto, el inciso al que hacemos referencia se expresa a continuación:

 “Tampoco podrán ser consejeros regionales las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito.”

Y por último, se debe hacer presente que si bien el artículo 32 hace alusión a quienes no han asumido aún el cargo de consejero regional, los artículo 33 y 34 se refieren a quienes, ya ejerciéndolo, deben dejar de hacerlo: el artículo 33, señalando incompatibilidades, y el 34, agregando situaciones que inhabilitan al consejero ya electo. En ambos casos, la norma se debe modificar para considerar también las nuevas causales de prohibición para ser consejero regional, pues es el único modo de asegurar que tales prohibiciones sean válidas cuando la circunstancia sobreviniente tenga lugar después de que el consejero regional ha comenzado sus funciones.

En virtud de lo anterior, los Diputados que suscriben, venimos en presentar el siguiente 

PROYECTO DE LEY

Artículo 1º.- Modifícase la Ley Nº 19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en los siguientes términos:

1.- Agrégase, en el artículo 32, las siguientes letras f), g) y h), nuevas:

“f) Los funcionarios de municipalidades o de corporaciones municipales, sólo respecto del cargo de consejero regional en la región en que esté situada dicha municipalidad. La misma regla se aplicará a quienes presten servicios a una municipalidad a través de honorarios.”

“g) El que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir el cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.”

“h) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito.”
3.- Derógase el inciso segundo del artículo 31, por ser reemplazado por la nueva letra f) del artículo 32.

4.- Derógase el inciso final del artículo 32, por ser reemplazado por la nueva letra g) del artículo 32.

5.- Reemplázase el texto del actual artículo 33 por el siguiente:

 “Artículo 33.- El cargo de consejero regional será incompatible con los de alcalde y de concejal, y con el de miembro de los consejos económicos y sociales provinciales y comunales. Será incompatible, también, con el desempeño de las funciones públicas señaladas en las letras a), b), c), d) y f) del artículo 32, con los de los secretarios ministeriales y los de directores de servicios regionales, y con todo otro empleo, función o comisión en el mismo gobierno regional o con cargos en las municipalidades o corporaciones municipales que integren el territorio de dicho gobierno regional.”

6.- Reemplázase, en la letra a) del artículo 34, la frase “situaciones descritas en la letra e) del artículo 32” por “situaciones descritas en las letras e), g) y h) del artículo 32”.

Artículo 2º.- Agrégase, al final del inciso primero del artículo 86 de la Ley Nº 18.834 que aprueba el Estatuto Administrativo, la siguiente frase a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma: 

"y aquellas que se desempeñen en virtud de lo establecido en el Párrafo 2º del Capítulo III de la Ley 19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, titulado Del Consejo Regional".
� El primero de ellos, Boletín Nº 3715-06, fue presentado en 2004, por un grupo de diputados representando a las bancadas de Renovación Nacional (doña Carmen Ibáñez Soto y don Germán Becker Alvear), el Partido Demócrata Cristiano (doña Eliana Caraball Martínez y don Eduardo Saffirio Suárez), la Unión Demócrata Independiente (don Andrés Egaña Respaldiza y don Mario Varela Herrera), el Partido Socialista (don Carlos Montes Cisternas) y el Partido por la Democracia (don Jaime Quintana Leal, don Eugenio Tuma Zedan y don Esteban Valenzuela Van Treek). El segundo, Boletín Nº 4634-06, corresponde al diputado de RN don Joaquín Godoy Ibáñez, y fue presentado en 2006.


� Se podría argumentar que, en función del artículo 35 de la Ley Nº 19.175, a los consejeros regionales no les son aplicables las normas que rigen para los funcionarios públicos. Sin embargo, la misma norma establece una excepción: “salvo en materia de probidad administrativa y responsabilidad civil y penal”, por lo que la incorporación de los consejeros regionales en la norma del artículo 86 es pertinente.
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